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PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados                                                de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY
 

Artículo 1.-: Modifíquese el Art. 3  de la Ley 12.569, el que quedará redactado de la siguiente forma:
Artículo 3: Se considerará legitimado para radicar una denuncia de violencia familiar, toda persona afectada o que tome conocimiento en forma directa o indirecta de un hecho de violencia. La denuncia podrá realizarse en forma verbal o escrita.
No obstante ello, será obligatorio para toda persona que se desempeñe laboralmente en servicios asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión de sus tareas tomare conocimiento de que una persona padece violencia familiar, constituya o no un delito; considerándose la violencia familiar justa causa a los fines de limitar el secreto profesional. 
Una vez radicada la misma, ésta no podrá ser dejada sin efecto por el denunciante, debiendo el órgano receptor elevarla dentro de las 24hs. a la autoridad judicial competente, se haya solicitado o no medida cautelar al efecto.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.


Fundamentos

La extensión y complejidad de la problemática social de violencia familiar, conlleva a la necesidad de declarar la emergencia y alerta social por esta causa, y de adoptar medidas urgentes que tiendan a prevenir por un lado y combatir por otro, un flagelo silencioso pero no menos perjudicial para toda la sociedad. Ello toda vez que las cuestiones de violencia producidas dentro del grupo familiar o como consecuencia de relaciones afectivas entre las personas, exista o no vínculo, y aun cuando tales relaciones de hecho o de derecho hubieren cesado, han dejado de ser privativas de la intimidad de las personas para convertirse en una temática prioritaria en la agenda pública. 
Desde hace varios años, se avizora un notable incremento de causas judiciales motivadas en hechos que se originan en ocasión o como consecuencia del ejercicio ilegítimo de violencia contra la mujer y demás miembros del grupo familiar. Problemática que implica la necesidad de una especial preparación para afrontarla, y la adopción de políticas públicas eficaces que tiendan a prevenirla y a conjurar sus efectos, porque cuanto más lentas son las decisiones que en consecuencia se adoptan, se aleja en el tiempo la posibilidad de garantizar y reparar los derechos conculcados y enervar el riesgo que para las víctimas implica la ausencia o demora de un Estado de Derecho en esta materia.
El Estado tiene la responsabilidad, ya no solo de asistir, proteger y garantizar justicia a las víctimas de violencia familiar, sino que además tiene el deber de responder frente a los aspectos, preventivos, educativos, sociales, judiciales y asistenciales vinculados a todos los tipos y modalidades de violencia. 
Los innumerables casos de violencia familiar y la gravedad de los mismos, van poniendo a prueba la capacidad del Estado para el abordaje de esta problemática, e impone la modificación de sus estructuras para que las respuestas sean eficaces, adecuadas y oportunas. En este entendimiento, es que presentamos el presente proyecto de ley, a consideración de los Señores Diputados y Senadores, en su condición de representantes del Pueblo de la Provincia y de los Departamentos que la conforman.
Esta modificación permite aplicar varias medidas, tales como ampliar el espectro de denunciantes facultando a poder radicar denuncia a cualquier persona que tome conocimiento de un hecho de violencia, como así también, es de vital importancia impedir el levantamiento de denuncias por parte de las víctimas. Ello teniendo en cuenta que desde el mismo instante de la denuncia de violencia familiar, el Estado debe intervenir en forma activa, independientemente de la actitud que posteriormente decida tomar la victima sumergido en su estado de necesidad. Es claro que los afectados e involucrados en violencia familiar no tienen libertad ni capacidad para decidir el futuro de esa denuncia que acaban de materializar en su desesperación. 
Sobre este fundamento nace también la  importancia de que todos los profesionales que trabajen en el ámbito público o privado, se vean obligados a intervenir en forma activa, proporcionándole al Estado la posibilidad de actuar a través de su denuncia. Es imprescindible un compromiso multisectorial, interdisciplinario e interinstitucional (policía, salud, poder judicial, servicios de apoyo social) que deben trabajar en conjunto. Comprometiendo a las diversas organizaciones de la comunidad a sensibilizarse primero e involucrarse después, con esta problemática, no siéndoles admisible graduar la importancia del hecho, puesto que no puede el profesional determinar la ausencia o no de riesgo para su paciente dado que un diagnóstico equivocado puede derivar en lesiones gravísimas o en el mismo deceso de algún integrante del grupo familiar.
Si bien es una disputa superada, vale hacer referencia a que el derecho a la intimidad y el mismo secreto profesional se encuentra limitado cuando su ejercicio se relaciona con el orden público, la moral pública o las libertades de un tercero. Si bien existe el carácter confidencial de las comunicaciones entre profesional de la salud-paciente y patologías que posea éste último, este derecho debe ceder cuando su revelación es esencial para prevenir el peligro de otros o evitar un mal mayor. El trastorno social, cultural y sobre todo familiar que genera soportar o mantener una mirada indiferente frente a la violencia familiar, configura “justa causa”  tal como lo estipula el Art.156 del Código Penal, como modo de admitir el incumplimiento del deber de confidencialidad de los profesionales de la salud. Por otra parte el Art. 34 inc. 4 del mismo cuerpo legal prevé que “no” es punible el accionar del que obra en cumplimiento de un deber o en el legítimo ejercicio de su derecho, autoridad o cargo. 
Como la revelación del secreto profesional no debe dejarse al arbitrio de ninguna persona en particular ni conciencia individual es que por esta ley debe reconocerse la importancia y preeminencia del derecho a la vida e integridad física y psíquica de los niños y la familia en su conjunto por sobre el secreto profesional.
Paralelamente a la progresiva concientización y toma de real dimensión a nivel social de esta nociva problemática, el Estado pasa a ser el interesado en que estas prácticas no se reproduzcan. Es claro y comprobado que esa misma violencia que nace de la casa termina reflejándose en todos los ámbitos donde se desarrolla esa persona (léase escuela, trabajo, vecindad, etc), ello teniendo en cuenta que la familia es el pilar y principal gestor de conductas de cualquier persona.
También es clave que los organismos no judiciales receptores de denuncias, no tengan la facultad de disponer de la acción pública, por ende, se encuentran facultados a la sola recepción de la denuncia y obligados a elevarla al órgano judicial competente, sin poder tomar decisión alguna respecto de la procedencia, relevancia o continuidad de la misma. Será responsable personal y funcionalmente quién no cumpla con esta obligación impuesta de elevar las mismas. 
La protección judicial y asistencial de las víctimas es un objetivo esencial a ser alcanzado, porque tenemos el convencimiento de que cuanto más rápido actúen los órganos del Estado, mayores posibilidades existirán para evitar daños irreversibles porque en la violencia aprehendida en la familia y transmitida generacionalmente, se encuentra uno de los gérmenes decisivos de la violencia social. 
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